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			INTRODUCCIÓN






			Una nueva alternancia






			Una de las ventajas de la democracia es que cuando un partido gobernante ha hartado a la ciudadanía por sus malos resultados es posible sustituirlo por la vía pacífica e institucional. Con los partidos monopólicos eso no es posible; si se les quiere remover del poder debe hacerse por la vía de la confrontación, minando la estabilidad política y quizá generando violencia. Ha ocurrido en varios regímenes de partido único. En México afortunadamente, pese a haber padecido una hegemonía partidista por décadas, ésta pudo modificarse gradualmente, preservándose la estabilidad (hasta ahora). Las elecciones ganaron cierto grado de equidad e imparcialidad. No al cien por ciento —lo que no existe en ninguna democracia— pero sí en comparación con lo que había hasta 1988. En 1997 el PRI perdió el control de las elecciones, dado que se dio autonomía plena al Instituto Federal Electoral (IFE) respecto del gobierno. La alternancia pacífica pudo darse en el año 2000, pese a que muchos ciudadanos dudaban que el PRI fuera a soltar pacíficamente el poder (“Con balas llegamos y con balas nos quitarán”, decía Fidel Velázquez). Pero si la alternancia del año 2000 fue relevante por ser la primera de tipo pacífico de la historia de México, igualmente lo es, aunque en otro sentido, la de 2018. En el año 2000 Ernesto Zedillo entendió que el régimen y la estabilidad no soportarían otro triunfo forzado del PRI, y permitió la alternancia. Después de eso la izquierda mexicana consideró que, al menos en la contienda presidencial, el establishment (al que quedaba incorporado el PAN como partido gobernante) no aceptaría la posibilidad de transferir el poder hacia la izquierda. Sí pudo pasar con el PAN —decían— por su alineamiento a la derecha (es decir, el neoliberalismo), pero no para una opción izquierdista, nacionalista, revolucionaria, estatista, progresista o como se le quisiera llamar. Había razones históricas para que se generara dicha percepción. La última fractura en el PRI se había dado en 1952, con el general Henríquez Guzmán como candidato no oficial. En 1987 se registró una nueva fisura en el PRI (por haberse cambiado en ese sexenio el modelo económico) y Cuauhtémoc Cárdenas abandonó el partido para presentarse como candidato de una coalición de izquierda (Frente Democrático Nacional). Dado que obtuvo gran apoyo ciudadano, e incluso de grupos y corrientes del PRI, generó el mayor desafío electoral hasta entonces enfrentado por ese partido, ante lo cual el régimen reaccionó incurriendo en un magno fraude electoral con prácticas burdas que aún entonces era posible aplicar. Si bien los resultados oficiales dieron de nuevo un triunfo formal al PRI (pero con votación históricamente baja de 51%), la difusión de los fraudes impidió que dicha elección se considerara como limpia y legítima por la mayor parte de la sociedad. Quedó en la percepción colectiva que a la naciente izquierda (de expriistas con partidos emanados de la izquierda histórica) probablemente se le había arrebatado un triunfo. En 1994 repitió como candidato Cárdenas, ahora bajo una nueva formación surgida de la insurgencia electoral de 1988, el Partido de la Revolución Democrática (PRD). Cárdenas quedó en tercer sitio, muy abajo del ganador. Aun así, tampoco reconoció el veredicto, si bien no logró una gran movilización poselectoral como la de 1988. En parte, porque el gran público reconoció en los hechos que Cárdenas difícilmente habría ganado en esa ocasión, como quizá sí lo hizo en 1988. No hubo señales ni pruebas de un gran fraude en 1994, y en todo caso quien ocupó el segundo lugar, el PAN, con Diego Fernández de Cevallos, pronto reconoció el triunfo del priista Ernesto Zedillo.






			Más tarde el presidente Zedillo (1994-2000), a raíz de los altercados y riesgos sufridos durante los comicios en que resultó ganador, y siendo el candidato sustituto tras el asesinato de Luis Donaldo Colosio, aceptó una auténtica apertura política, que para muchos resultaba inverosímil (todos los presidentes anteriores habían ofrecido democracia sin cumplirlo), pero ahora había motivos para tomar en serio su oferta.1 Probablemente percibió que si la estabilidad económica y política se puso en grave riesgo ese año, un nuevo triunfo del PRI en 2000, que no fuera claro sino dudoso, podría finalmente reventar la estabilidad política con graves consecuencias económicas (más profundas quizá que en 1994). Por lo cual, en 1996 Zedillo aceptó una nueva reforma electoral con el acuerdo de los partidos opositores (PAN y PRD), que daba al IFE plena autonomía respecto del gobierno. Renunciar al control de la organización electoral implica que un resultado desfavorable al partido oficial no podrá ser revertido, por lo que es considerado por los teóricos de las transiciones democráticas como un paso clave de ese proceso. En 1997, al ponerse a prueba la nueva normatividad electoral, el PRI perdió por primera vez la mayoría absoluta en la Cámara Baja, iniciando un periodo de “gobiernos divididos”, donde el Ejecutivo no cuenta con un respaldo mayoritario en el Legislativo. Pero también el gobierno de la capital —sujeto por primera vez desde 1928 a la decisión ciudadana— cayó en manos de la oposición, en concreto del PRD. En otras palabras, el PRI dejó de ser un partido hegemónico en esa fecha. Lo cual, por definición, abría la posibilidad real de que la presidencia pudiera pasar a otras manos distintas a las del viejo partido oficial.






			A todo ello podía agregarse una tendencia electoral a la baja del PRI, donde todo apuntaba que su votación estaría por debajo de 39%, pues ésa fue la votación obtenida en 1997. La historia electoral señalaba que el PRI siempre obtenía en la elección presidencial una votación menor a la conseguida en la intermedia previa (salvo en 1976, por ser José López Portillo candidato único). Esa proyección apuntaba entonces a que el PRI obtendría alrededor de 36% de la votación en 2000.






			

			CUADRO 1. Votación del PRI para diputados federales






			(1961-1997)
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			FUENTE: IFE: Estadísticas Electorales.


		






			Bastaría con que parte de la izquierda (PRD) votara estratégicamente por el candidato panista, si se ubicaba en segundo lugar, para que se diera un triunfo opositor, que probablemente sería reconocido por el presidente Zedillo. Tal pronóstico pudo hacerse con fundamento tras los comicios intermedios de 1997.2 Pese a todo había dudas en el foxismo de que se reconocería un eventual triunfo de su candidato. Incluso se hablaba de un “Plan B”, que presuntamente consistiría en alterar las urnas y actas el día de la elección, en caso de que las tendencias no fueran favorables al PRI. El PAN aceptó convocar a movilizaciones de protesta en caso de que el PRI triunfara por menos de 3% de la votación (margen en que las irregularidades pueden ser determinantes en el resultado). Finalmente, Fox logró triunfar con 6 puntos porcentuales de ventaja frente al candidato priista, Francisco Labastida. Y Zedillo aceptó el resultado sin más (un escenario que sabía altamente probable, a partir de las encuestas de Los Pinos).






			Tiempo después, tras la decepción generada por el gobierno de Vicente Fox (propia de todo proceso de democratización), al no cumplir mínimamente sus ofertas de terminar con la impunidad y combatir la corrupción, se abrió la oportunidad de dar un nuevo giro hacia la otra opción, formalmente considerada de izquierda, y que ofrecía un cambio de modelo económico-social (inspirado en el que había antes de 1982). El candidato natural, el entonces jefe de gobierno del Distrito Federal, Andrés Manuel López Obrador, venía con gran ventaja para pelear la presidencia en 2006. Sufrió el embate del gobierno de Fox al ser difundidos videos que exhibían a colaboradores cercanos en actos de corrupción. Y más adelante, en 2005, fue desaforado —con la anuencia del PAN y el PRI en el Congreso— para dejarlo fuera de la carrera presidencial. Lejos de lograrlo, dicha maniobra lo fortaleció, además de exhibir a Fox como un auténtico “traidor a la democracia”, pues si bien había bases jurídicas para el desafuero, la infracción era menor al castigo buscado. Por lo cual el desafuero se tomó mayoritariamente como el uso de la justicia para fines político-electorales. Algo que el PAN había criticado en el PRI, y ahora incurría en eso mismo.






			Llegó AMLO al 2006 con gran ventaja sobre su rival más cercano, el panista Felipe Calderón, mas al sentirse ganador fue invadido por cierta autosuficiencia e incluso soberbia, que le hizo cometer varios errores de campaña (pelearse con el presidente, faltar a uno de los dos debates presidenciales, enfrentarse con el sector empresarial, rechazar posibles alianzas que le hubieran garantizado el triunfo, etcétera). Esos yerros le hicieron perder su ventaja, y todas las encuestas marcaron al final de la campaña un empate técnico (puntos más o menos) entre él y Felipe Calderón, del PAN. En tal circunstancia, era posible que un monto reducido de irregularidades pudiera modificar el resultado. Si como la regla de la democracia sostiene que “basta un voto para ganar o perder”, entonces su corolario es que en esas circunstancias “basta un voto incierto para no saber quién ganó, o dos votos fraudulentos para trastocar el resultado”. De modo que si por ejemplo se detecta 2% del voto originado por fraude, pero la distancia entre los punteros es de sólo 1%, procede la anulación (como sucede en múltiples casillas que caen en ese considerado). Si en cambio, ante ese mismo nivel de irregularidades probadas la distancia entre punteros fuese de 10% del voto, no sería práctico anular la elección, pues aun descontando ese 2% fraudulento o irregular el resultado no se modificaría. En otras palabras, a menor distancia entre punteros más probabilidad de que un pequeño monto de irregularidades pueda modificar un resultado. Y la distancia con que oficialmente ganó Felipe Calderón en ese año fue de .56% (alrededor de 244 000 votos) lo que implicaba que un reducido 1% de votos mal habidos a su favor podrían arrebatar un eventual triunfo de López Obrador. Es por tanto comprensible que AMLO exigiera un recuento de paquetes electorales, pues un mal conteo (incluso si no fuera doloso sino por error, según estipula la ley) podría haber arrojado un resultado distinto. La sospecha de fraude y parcialidad se incrementó cuando las autoridades electorales no hicieron todo lo posible por limpiar y transparentar el resultado, y así imprimirle la certeza que mandata la Constitución. Pese a que la ley permitía tanto al IFE como al Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) abrir hasta 64% de los paquetes electorales (que eran los que registraban inconsistencias aritméticas en sus actas), sólo se abrió cerca de 15% del total de paquetes, quedando sin ser abiertos el resto de paquetes cuyas actas mostraban inconsistencias (49%). Lo cual provocó que en ellas quedaran registrados errores de cómputo cercanos a 600 000 votos, cifra superior a los 244 000 votos con que Felipe Calderón aventajaba oficialmente a López Obrador. La propia legislación mexicana marca eso como una situación de incertidumbre (que contraviene la certeza que la Constitución mandata para el proceso y el resultado electoral).3 Además, el TEPJF señaló en su dictamen final que con la apertura realizada habían quedado clarificados los errores de cómputo, al menos al grado en que éstos no eran ya determinantes en el resultado (es decir, que eran menos que la distancia entre punteros). Afirmación que no se correspondía con lo registrado en las actas electorales, donde estaban plasmados errores de cómputo no depurados, superiores a la distancia entre Calderón y López Obrador.4 Había pues razones para que López Obrador cuestionara la fidelidad del resultado y la legitimidad de todo el proceso (y 50% de ciudadanos, según diversas encuestas, no dieron por válido el triunfo de Calderón, generando un gran déficit de legitimidad).






			En 2012 volvió a competir López Obrador bajo las siglas de su partido, el PRD. En esa ocasión llegó con mucho menor fuerza que en 2006. Probablemente el conflicto poselectoral de ese año, el hecho de no haber reconocido el veredicto del Tribunal, y haberse autonombrado “presidente legítimo” en un acto público (con banda presidencial y todo), le alejó de sectores moderados del electorado que vieron en ello señales preocupantes en un posible jefe de Estado. Por lo cual, en ese proceso electoral arrancó en tercer sitio, pero la mala campaña de la candidata panista, Josefina Vázquez Mota, y los malos resultados del presidente Calderón le permitieron rápidamente ocupar el segundo sitio, y desde ahí cerrar la brecha con el candidato priista, Enrique Peña Nieto. La desconfianza aún persistente hacia López Obrador en muchos electores, más la expectativa de que el PRI podría poner orden en materia de seguridad (que a los gobiernos del PAN se les salió de las manos), permitió un nuevo retorno de ese partido al poder. Desde luego, hubo irregularidades en la elección a través de compra de votos y reparto de tarjetas, pero en esta ocasión la distancia entre punteros fue más clara: 7% (algo superior al margen con que ganó Fox, y cuyo triunfo no fue escatimado por nadie, pese al operativo de Amigos de Fox consistente en la triangulación ilícita de fondos). La distancia en votos entre Peña y López Obrador fue de aproximadamente tres millones y medio, ante lo cual AMLO alegó que se habían comprado cinco millones de votos (sin manera de comprobar puntualmente esa cantidad), una cifra arbitraria para que quedara claro que los votos mal habidos eran determinantes en el resultado. Así, si la distancia real hubiera sido de siete millones, pudo haber decretado López Obrador que los votos comprados eran 10 millones (es decir, siempre una cifra que implicara una alteración determinante en el resultado). Y así sucesivamente. No se trataba en todo caso de demostrar fehacientemente la acusación, sino que sus seguidores dieran por sentado que, una vez más, había triunfado su candidato y se le había arrebatado el triunfo. De tal forma que se reforzó la idea de que los grupos poderosos política y económicamente (la mafia del poder) y sus partidos, el PRI y el PAN (el PRIAN), jamás permitirían una alternancia hacia la izquierda de la gama política. Y así como muchos ciudadanos, incluidos panistas y foxistas, dudaban en 2000 que por fin el PRI aceptaría una derrota y entregaría el poder, los izquierdistas en general no creían que se pudiera reconocer una alternancia a favor suyo. Se daba por sentado que en caso de que AMLO lograra (una vez más) la victoria en 2018, se implementaría el operativo que hiciera falta para impedir esa nueva alternancia. Si acaso, podría repetirse un entendimiento implícito, pero eficaz, entre el PRI y el PAN para impedir un arribo de la izquierda (ahora encarnada en el nuevo partido de AMLO, Movimiento de Regeneración Nacional, Morena). Pese a las sospechas y desconfianza, se generaron las condiciones para un claro triunfo de López Obrador y para que un operativo de fraude eficaz, o la eventual colaboración entre PRI y PAN, no pudiera ser coronado por el éxito.






			Más allá de las expectativas o temores que genera López Obrador, la alternancia constituye un elemento esencial de la democracia, al permitir la inclusión de grupos excluidos social o políticamente, y la apertura de una importante válvula de escape a la tensión acumulada, los enojos y agravios por el mal desempeño o abusos del gobierno en turno, o el modelo económico vigente. Al respecto señala Samuel Huntington:






			Es corriente que la competición entre partidos se justifique en términos de democracia, gobierno responsable y régimen mayoritario. Pero también se la puede justificar en términos del valor de la estabilidad política. La competición partidaria de este tipo acentúa la posibilidad de que nuevas fuerzas sociales que desarrollen aspiraciones y conciencia políticas sean movilizadas en el sistema, en lugar de serlo contra él.5 






			Paradójicamente, el hecho de que a López Obrador no sólo se le haya otorgado en las urnas la presidencia, sino también un poder dominante en distintos niveles del gobierno y Estado, podría derivar en la limitación o retroceso en las instancias y procesos propiamente democráticos en el ejercicio del poder, que con dificultad se han instaurado en las últimas tres décadas. Eso dependerá de cómo utilice López Obrador el enorme poder que ha sido depositado en sus manos. El propósito básico de este libro es analizar los escenarios que podrían surgir a partir de ese triunfo, y el estilo de gobernar de López Obrador.
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			I. LA ELECCIÓN DE 2018






			Al menos desde 2017 se pudieron vislumbrar las condiciones que generarían un probable escenario de triunfo de López Obrador, y la inevitabilidad para el gobierno de reconocérselo, registrando así finalmente una nueva alternancia por el lado de la izquierda. En un libro publicado en 2017 (2018: ¿AMLO presidente?)1 se adelantaron las explicaciones de lo que se vislumbraba como un probable triunfo de López Obrador en la carrera presidencial. Entre dichas variables estaban las siguientes:






			1. Hartazgo y enojo ciudadano






			En 2017 se escribió:






			El hartazgo hacia el PAN y el PRI es mayor hoy que en 2006, lo cual puede ser una ventaja adicional para López Obrador. De acuerdo a la encuesta GEA-ISA, 82% considera que el rumbo es equivocado en materia política y 79% en materia económica. Y 43% considera la situación política peor que el año pasado, y 36% peor en lo económico. 70% considera que el país atraviesa una crisis económica. Y pese a la publicidad del PAN al ofrecer un cambio, ya se vio qué tipo de cambio generó en sus doce años de gobierno (muy reducido). Ese hartazgo, aunado a la amplia corrupción de políticos y gobernantes de todos los partidos, tiende a traducirse en un revanchismo social y político. También se busca probar con una corriente que hasta ahora no ha logrado triunfar, pero con quien puede llevarla al poder (Morena, es decir, López Obrador) […] el enorme desgaste acumulado por el PRI y el PAN en estos últimos años dan a López Obrador la ventaja de ser la única alternativa distinta con opción de triunfo, misma que mucha gente ve con esperanza […] Por todo lo cual no sería raro que una mayoría no absoluta de votantes, pero que podría ser suficiente, se incline por el candidato antisistema con posibilidades reales de triunfo, que en nuestro caso hoy por hoy es López Obrador.2 






			En efecto, así ocurrió. El 55% del voto efectivo fue para AMLO, y 45% para su coalición en el Congreso. El malestar con los partidos tradicionales alcanzó un grado extremo, más en el caso del PRI que del PAN. El blanquiazul en las encuestas de 2016 aparecía aún como posible competidor en empate técnico con Morena. Los dos gobiernos panistas dejaron mucho que desear y por tanto cualquier oferta de cambio —combatir la corrupción, reducir la violencia o crecer económicamente— no era esencialmente creíble. Tiene razón Damián Zepeda, expresidente del PAN, al reconocer, tras su derrota: “Tenemos que hacernos cargo de que mucha gente nos ubicaba como un partido que ya había gobernado y que no hay todavía un cambio de fondo en el país”.3 






			Respecto al PRI, en 2012 se le dio una nueva oportunidad como gobierno, probablemente esperando que la violencia e inseguridad desatada durante los gobiernos panistas (en particular el de Calderón) pudieran ser administradas nuevamente sin violencia, como lo habían hecho los gobiernos priistas durante décadas. Se apelaba a la experiencia del PRI frente a la novatez del PAN (ante la incertidumbre que aún generaba mayoritariamente López Obrador). Peña Nieto avanzó en las llamadas reformas estructurales que habían quedado congeladas en la agenda pública del neoliberalismo desde hacía décadas; esencialmente la reforma energética, de comunicaciones, educativa, fiscal. Dichas reformas —y el Pacto por México del que surgieron— fueron sistemáticamente satanizadas por López Obrador como una traición a México, y como parte del modelo que, en su perspectiva, había arruinado al país. Los resultados esperados de dichas reformas no podían ser palpables en el corto plazo (salvo la de comunicaciones), por lo cual pronto ese reformismo se le revirtió al gobierno. Y mientras tanto, surgió el caso de Ayotzinapa, en el que 43 normalistas fueron desaparecidos y asesinados por cárteles de Guerrero en connivencia con autoridades locales (del PRD, por cierto). El mal manejo informativo y de investigación que hizo el gobierno federal ayudó a que se le responsabilizara por ello (“Fue el Estado”), generando un elevadísimo costo político al presidente. Por otro lado, el PRI, al retornar al poder, parece haber creído que regresábamos a los años sesenta, cuando se podía abusar impunemente del poder e incurrir en gran corrupción sin pagar gran costo político y menos electoral. Olvidaron los cambios que se habían dado desde al menos 1988, pasando por la alternancia de 2000. Los escándalos de corrupción fueron surgiendo a la luz, incrementando la impopularidad presidencial y el enojo ciudadano. Las derrotas de los años 2015 y sobre todo 2016 al otrora partidazo anunciaban con claridad lo que el 2018 le deparaba. No lo supieron leer con claridad. Dice al respecto Luis Rubio:






			El presidente Peña llegó con grandes planes y una enorme arrogancia a restaurar la presidencia imperial de los sesenta, pero entre todos esos proyectos no se encontraba el propósito de gobernar. Grandes reformas fueron aprobadas por el Congreso, pero la ciudadanía no vio mejoría en las cosas que más le importaban: seguridad, ingresos y empleos.






			Lo que la población sí vio fue a un presidente distante, frívolo y siempre indispuesto a explicar y convencer, terminando como ejemplo de todo lo que la población desprecia: impunidad, corrupción y mal gobierno.4 






			En contraste, Morena y en particular AMLO podían gozar de gran credibilidad en sus ofertas, por fantasiosas que fueran (como lo son muchas de ellas), en virtud de no haber gobernado a nivel nacional. En esto ayudaba significativamente el hecho de que Morena implicaba una nueva marca, y por ende no estaba desgastada como los partidos tradicionales (incluido al PRD, que AMLO ya había sentenciado como parte de la mafia cuando lo abandonó justo para formar Morena). En este sentido, escribió tras la elección Juan Villoro: “Morena llegaba a la contienda con el mayor mérito que puede tener una organización política mexicana: nunca ha gobernado. Hartos de la corrupción y la ineficacia del PRI y el PAN, los votantes buscaban un horizonte nuevo”.5 Justo por esa razón favoreció a AMLO lo que podría llamarse “la magia de las nuevas siglas”. Era el fenómeno que Carlos Castillo Peraza comparaba con “cruzar el río Ganges” para purificarse, y que aplicaba a los priistas que tras 1989 llegaban al PRD ya limpios y absueltos de toda mancha. El PRD se benefició por años de ese fenómeno por ostentarse bajo nuevas siglas, si bien con el tiempo fue cayendo en lo mismo que condenaba en los demás partidos, perdiendo poco a poco esa ventaja. Acusando al PRD de corrupción y claudicación de principios, las siglas de Morena surgirían como nuevo símbolo de pureza y congruencia, traicionadas por su partido matriz (como hizo el PRD con el PRI). Que el nuevo partido sea nutrido por muchos de quienes militaban en el PRD corrupto, además de por miembros del PRIAN —corresponsables del nefasto proyecto neoliberal y del Fobaproa, y del Pacto por México—, era lo de menos. Ahora pertenecían al partido que se presentaba como un referente moral de México (en palabras de AMLO, si no iba a ser un referente moral no valía la pena su fundación). Y la magia que las nuevas siglas ejercen en millones de ciudadanos que dan por sentado la pureza de ese partido se traduce en millones de votos que de otra forma no serían emitidos. Eso le generó la ventaja de que aquello que ofrecieran el PRI y el PAN durante la elección no gozaría de credibilidad; gobernaron ya y no cumplieron. Las promesas del nuevo partido en cambio, así fuesen inalcanzables, sonaban creíbles por el hecho de que ese partido jamás había gobernado, aunque muchos de sus cuadros y dirigentes sí lo hayan hecho desde distintos cargos, siendo corresponsables de la situación que después se condenaba.






			De alguna manera, un fenómeno semejante ocurrió en Nuevo León en 2015 con Jaime Rodríguez (el Bronco) a la cabeza. Habiendo gobernado varias veces el PRI y el PAN, los electores no notaron un cambio notable entre ambos, y terminaron por hartarse de esa mancuerna. La izquierda no había tenido presencia en ese estado (como en prácticamente todo el norte del país), por lo que la opción de “desahogo y prueba” resultó ser un candidato independiente, con un discurso antisistema. El hecho de que el Bronco hubiera militado por más de tres décadas en el PRI, y que apenas hubiera renunciado poco antes a ese partido para competir por la vía independiente, no fue considerado por los electores como un handicap, o como motivo de sospecha y duda. Que hubiera sido cercano a Roberto Madrazo —el tristemente célebre gobernador de Tabasco y presidente del PRI tras la derrota de 2001, así como candidato perdedor en 2006— tampoco tenía mayor relevancia. Se trataba de una nueva marca, en este caso no partidista pero sí con la nueva figura de independiente. Era aparentemente la mejor opción para explorar si las cosas podían mejorar. En 2016 el hartazgo con la corrupción rampante en varios estados volvió a generar una ola de alternancias a nivel estatal. Pero no habiendo un nuevo partido consolidado en esos estados (Morena apenas había confirmado el registro en 2015, y AMLO no era candidato), los beneficiarios fueron de nuevo el principal partido opositor: el PAN en los estados gobernados hasta entonces por el PRI (como Tamaulipas, Veracruz, Quintana Roo y Chihuahua), y el PRI ahí donde una coalición PAN-PRD había también decepcionado a los ciudadanos (como en Sinaloa y Oaxaca). Era previsible que ese descontento, hartazgo y protesta por la corrupción beneficiaría en la elección presidencial de 2018 a quien encabezara una nueva opción con nuevas siglas. Los resultados generales de la elección se muestran en el cuadro I.1).






			

			CUADRO I.1 Votación presidencial (porcentaje)
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			FUENTE: INE.









			Desde luego, la imagen personal que López Obrador logró proyectar —de honestidad, congruencia, y compromiso social— fue una causa esencial para generar esa confianza que pudo transmitir al conjunto de su partido y sus candidatos (fueran quienes fueran y cualquiera que hubiera sido su pasado). Eso, en combinación con unas siglas novedosas que hacían aparecer al partido como fresco, genuino y limpio, tuvo mucho que ver no sólo en el abrumador triunfo de López Obrador.






			2) Candidato blindado






			En 2017 escribimos:






			A diferencia de 2006 y 2012, los electores moderados y apartidistas parecen más dispuestos a soslayar y dar menos importancia a los errores, tropiezos y estridencias de López Obrador […] También podrían ser menos exigentes en la coherencia —o falta de ella— de las propuestas obradoristas (pues la mayoría no pone atención en los cómos, sino sólo en los qués, que sin duda son atractivos) […] Esos votantes no están seguros de lo que ocurrirá en un gobierno de López Obrador, pero ante lo que conocemos ya del PRI y del PAN, consideran conveniente asumir el riesgo del cambio, dando el beneficio de la duda. Consideran que el experimento puede salir bien o mal, pero que bien vale la pena intentarlo antes que quedarse empantanados en lo que tenemos hoy.6 






			Así ocurrió. En virtud del hartazgo con el PRI y el PAN, López Obrador gozaba ahora de un blindaje personal que no tuvo en 2006 (cuando numerosos votantes moderados se alejaron ante un discurso estridente y errores concretos de campaña). Ahora se estuvo dispuesto a justificar y pasar por alto cualquier error, con tal de provocar la ansiada alternancia, ya fuese por la esperanza despertada en sus seguidores más duros o por el castigo que se deseaba propinar a los partidos tradicionales que desperdiciaron las oportunidades que en su momento les brindó el electorado. De dicho blindaje había ya muestras palpables incluso durante 2017:






			Parece que la actitud de muchos electores potenciales, incluso los de corte moderado, es de mayor anuencia y tolerancia hacia los tropiezos y desplantes de AMLO precisamente porque las otras opciones aparecen agotadas a sus ojos. En una gira por Estados Unidos López Obrador responsabilizó (de manera cauta pero innegable) al Ejército de la desaparición de los normalistas de Ayotzinapa, generando gran molestia en los mandos militares. Más tarde, en Chilpancingo, reiteró dicha acusación, al ofrecer una investigación verdadera en caso de llegar al poder: “Vamos a hablar con la verdad. Se tiene que decir quiénes fueron los responsables y aquí incluyo al Ejército Mexicano”. Muchos desafectos a López Obrador compararon el desliz con el “síndrome Chachalaca” de 2006, que en efecto inició un desplome de las intenciones de voto del tabasqueño en ese año. Por lo que esperaban que en las encuestas subsiguientes apareciera el candidato de Morena ya con menos ventaja de la que entonces mostraba (alrededor del 5%) […] muchas encuestas confirmaron la ventaja de AMLO, lo que sugería que ese incidente no había repercutido en su electorado potencial […] En esa medida las condiciones y probabilidades para López Obrador son mejores en este punto que en 2006 y 2012.7 






			De hecho, se hablaba de que el 30% que favorecía a AMLO en las encuestas en 2017 era su techo, y que a partir de sus errores y estridencias empezaría a bajar de esa posición. No parecía ser el caso, pues todo indicaba que más bien ese “techo” en realidad era un piso, es decir, ya no perdería votos y en cambio quedaba abierto el horizonte para recibir nuevos votos.8 Desde luego, el votante duro de López Obrador es incapaz de admitir cualquier crítica que se le haga a su líder; o la niega como un infundio o la justifica plenamente con los argumentos que hagan falta. Pero el segmento que podría ser más sensible a los errores o excesos discursivos de AMLO es el de los apartidistas y moderados que consideraron votar por Morena. Había suficientes elementos para pensar que incluso ese segmento más volátil estaba mejor dispuesto que antes a pasar por alto los desvaríos o desplantes de López Obrador (al menos mientras no fuese algo grave), debido al enorme (y comprensible) hartazgo que experimentaba respecto del PRI y el PAN.






			3) El que se mueve… sí sale






			En 2017 escribimos:






			Hacia el proceso de 2018, López Obrador no sólo lleva la ventaja de haber estado en campaña continua desde 2000, sino que formalmente también se adelantó a todos los partidos como candidato presidencial en el proceso de 2012. No habiendo por definición otra opción a la candidatura de López Obrador, nada impedía que se presentara como tal muy anticipadamente, a despecho de que los formalismos de su registro se llevaran a cabo mucho después. Pero además, en 2015 tuvo el tino de autonombrarse como presidente de su partido, cargo que no había ocupado desde su fundación. Así, bajo la cobertura de esa posición pudo tener acceso a los spots distribuidos por el INE que institucionalmente corresponden a su partido […] el candidato de Morena en esta ocasión ha aplicado muy bien la nueva regla electoral no escrita, según la cual “el que se mueve, sí sale”. Podría tener por eso mismo una mejor oportunidad de aparecer en la fotografía presidencial que quienes se presentan más tardíamente a la contienda.9 






			En efecto, para cuando los candidatos del PAN y el PRI fueron designados a finales de 2017, López Obrador ya se había adelantado en varios pasos, al ser conocido su proyecto, anunciar su gabinete y haber recorrido como candidato virtual buena parte del país desde 2006. Finalmente, ese prolongado y persistente trabajo de tierra logró dar a conocer de primera mano al eterno candidato, además de crear estructura al movimiento que terminó culminando en partido en 2014. Muchos consideraron que haberse dado a conocer como candidato en 2015 para el proceso de 2018 y hacer campaña desde la presidencia misma de su partido (aprovechando los millones de promocionales radiotelevisivos, como también hizo Ricardo Anaya) caería en la categoría de “actos anticipados de campaña”, algo que según la ley amerita la cancelación del registro de la candidatura o bien la anulación de una elección, como de hecho le ocurrió a Morena en la contienda por la alcaldía de Zacatecas (2016). Sin embargo, la ley es bastante ambigua al respecto y su aplicación ha sido confusa. Cabría volver a definir qué se entiende por actos anticipados de campaña, si es que se ve conveniente la figura, y qué se puede hacer y qué no, pues después de este proceso dichos límites han quedado totalmente rebasados. A eso habría que agregar el uso de promocionales del partido por parte de su presidente. López Obrador tuvo más de tres millones de impactos antes de la precampaña oficial (si bien Ricardo Anaya también se benefició de ello). Cabría considerar que un presidente de partido no utilice esos promocionales si es que quiere optar por un cargo de elección popular, o bien que no pueda competir por dicho cargo hasta pasado un tiempo de que deje la dirección de su partido (un año, por ejemplo). Ahora, paradójicamente, en tanto AMLO dice que enfrentará un ejercicio de revocación de mandato en 2021, para todo efecto práctico estará haciendo actos anticipados de campaña desde su gobierno. Lo que se busca es desde luego influir sobre el voto para renovar la Cámara Baja y otros cargos estatales de poder que estarán en disputa ese año. Originalmente había dicho que ese ejercicio sería a los dos años, pero pronto vio que eso no redituaba electoralmente, y sí en cambio al hacerlo simultáneo a la elección intermedia de 2021.






			4) Las candidaturas de los rivales






			En el triunfo de López Obrador incidió también el hecho de que las nominaciones de sus rivales resultaron ser muy desafortunadas. A principios de 2018 escribimos al respecto:






			José Antonio Meade tiene vasta experiencia administrativa y gubernamental, y no se le conoce (al menos hasta ahora) enriquecimiento ilícito. Pero como parte de un gobierno priista (y otro panista) se le atribuye omisión y complicidad en actos de corrupción gubernamental. Llevará consigo el fardo de las siglas priistas, ante el enojo y hartazgo, más que justificado, de al menos 80% de la población. Y los escándalos se siguen acumulando. Por otra parte, dentro del mismo PRI las cosas no están seguras. Su no militancia y su perfil tecnocrático podría no convencer a buena parte de los priistas de base, aunque las cúpulas cumplan con la tradición de la cargada, la bufalada y el cierre simbólico de filas. El triunfo de Luis Videgaray en esta sucesión parece haber dejado fuertes fisuras internas, por más que ritualmente se le haya levantado la mano a Meade. Su principal ventaja sería la de haber colaborado en un gobierno panista y no ser militante del PRI, pues eventualmente podría jalar votos externos que vean en él la menos peor opción frente a Ricardo Anaya y Andrés López Obrador. Aun así, a esos votantes externos les costará trabajo —y cierto monto de remordimiento político— cruzar el logotipo del PRI.






			En efecto, el hecho de que Meade no fuera militante partidista restó fuerza a su voto duro. Emilio Gamboa señaló que el PRI se dio un balazo en el pie al reformar sus estatutos para que pudiera competir Meade. Dijo sobre ello Claudia Ruiz Massieu, dirigente del PRI: “José Antonio Meade era un candidato de lujo, pero el tricolor no lo hizo suyo”.10 Pero Meade tampoco logró captar a los votantes no priistas según era lo planeado al nombrarlo candidato. De ahí también que hubiera que cambiar de presidente de partido en plena campaña; el tecnócrata y mal visto por su partido Enrique Ochoa, que salió para dejar su lugar a René Juárez, con una trayectoria política muy amplia dentro de su partido, y más vinculado y conocido por las bases priistas. Llegó tarde, si bien el peso del desprestigio del PRI y la baja popularidad del presidente Peña Nieto hacían una misión prácticamente imposible remontar el tercer sitio en que arrancó ese partido (y que mostraba en las encuestas de 2016 y 2017).






			Y sobre el candidato del PAN igualmente a inicios de 2018:






			Ricardo Anaya logró consolidar el Frente pese al vendaval que soplaba en su contra. Presenta una imagen joven y fresca, que podría ser atractiva a millones de jóvenes que podrán votar por primera vez. Maneja, además, una retórica ágil y firme. Le irá bien en los debates. Pero la forma en que se hizo de la candidatura juega en su contra. Dejó en el camino a varios cadáveres políticos que, sin embargo, se siguen moviendo y podrían ponerle piedras en el camino. Y hacia afuera arroja la imagen de un joven ambicioso capaz de fracturar a su partido con tal de hacerse de la preciada candidatura. Todos los que se han bajado de la contienda interna apelan a la inequidad en el juego. El Frente originalmente apeló al sector de electores que no quieren que repita el PRI pero tampoco que gane AMLO (la “nueva mafia”). Pero su voto no irá en automático a Anaya por la desconfianza que ha generado. Por otra parte, no tiene gran experiencia de gobierno (subsecretario de Turismo), y el hartazgo ciudadano no sólo se limita al PRI, sino también al PAN por el gran fiasco que representaron sus dos gobiernos. Anaya tiene la libertad para deslindarse de esos gobiernos, pero eso no garantiza que el PAN, ahora sí, hará lo que dijo que haría y no hizo de 2000 a 2012. Menos en palabras de alguien que tiene un cuchillo en la mano, dispuesto a apuñalar la espalda de quien haga falta.11 






			La forma en que Anaya alcanzó su candidatura arrojó en efecto la imagen de alguien desconfiable, dejando además fisuras dentro de su partido. Y un partido dividido difícilmente puede aspirar al triunfo. Mucho se dijo en ese momento que Anaya evocaba la experiencia de Roberto Madrazo en 2005; utilizó la presidencia de su partido (el PRI) para imponer su candidatura, generando rupturas y divisiones (con Elba Esther Gordillo y varios gobernadores que apoyaban a Arturo Montiel, del Estado de México, como precandidato). Madrazo provocó la mayor debacle del PRI hasta entonces, quedando en tercer sitio. Anaya quedó en segundo lugar (pues en 2018 la debacle del PRI fue mucho mayor) pero aun así obtuvo de su partido sólo 18% de la votación (Josefina Vázquez captó 25% de la votación en 2012, habiendo quedado en tercer sitio), algo semejante a lo obtenido en 1988.






			5) El Frente por México y la fractura del PAN






			En 2017 escribimos:






			Algunos en el PAN o PRD, y académicos independientes [han] hablado de un Frente Amplio opositor, una opción que atendería al “tercer bloque electoral”; ni con el PRI ni con López Obrador. Son ciudadanos que no desean que continúe el PRI pero tampoco que llegue López Obrador. Como lo dice Héctor de Mauleón: “Una opción que de entrada recoja el voto antipriista y el voto antiobradorista […] La que está harta de los escándalos de corrupción a que nos ha acostumbrado el PRI, y al mismo tiempo rechaza la opción mesiánica, autoritaria, que para algunos encarna el lópez-obradorismo”.13 Tendría ese Frente que contar con el respaldo logístico, estructural y financiero del PAN y del PRD (y quizá de MC), además de ir acompañados por grupos de la sociedad civil y notables del arte, la academia y el periodismo, para ser más incluyente y convincente […] Pero para ello, habría que presentar también un candidato no identificado con el PAN, pues ese tercer bloque es esencialmente anti-PRIAN al tiempo que anti-Obrador. Y los prospectos del PRD tampoco parecen entusiasmar demasiado, lo que complica fuertemente su viabilidad […] Un candidato panista no atraerá a los perredistas pero tampoco a muchos antiobradoristas no alineados con “la mafia” (es decir, hartos del PRIAN). Pero difícilmente se puede pensar que los aspirantes panistas y los perredistas se harán a un lado para dejar esa candidatura amplia a quién sabe quién, por muchos méritos cívicos que tuviera. Dice al respecto Agustín Basave, uno de los promotores de esta idea, sobre la viabilidad de nombrar un candidato para ese Frente Amplio: “Esto es lo más difícil, porque tendría que ser un candidato externo. Es la gran pregunta, quién podría ser el candidato externo, es el gran desafío, encontrar un candidato que tenga las credenciales para ser atractivo y aceptable a todos”.14 De ahí la dificultad de que los prospectos de ambos partidos se hagan a un lado para apoyar a un externo. Algo parecido a lo que ocurrió en 1999, cuando se exploró una alianza PAN-PRD para garantizar la derrota del PRI. Ninguno de los dos candidatos quiso ceder y el intento fracasó.15 






			El problema no sólo era que un independiente pudiera congregar a los ciudadanos del “tercer bloque”, sino que los partidos tradicionales no lo permitirían. Y en efecto, como ya se dijo, al final se impuso un panista como candidato del Frente, Ricardo Anaya, con el agravante de haberlo hecho sin una contienda interna y excluyendo a otros candidatos, lo que derivó en la ruptura de Margarita Zavala, seguida de algunos otros calderonistas que abiertamente hicieron campaña por José Antonio Meade. Además, ir con partidos de izquierda alejó y molestó a varios otros panistas, y como se previó, muchos perredistas, pese a votar por su partido todavía en la pista legislativa, para presidente lo hicieron por López Obrador (antes que por un panista). Era previsible. El Frente alejó votos de sus tres partidos participantes, que, como se verá más adelante, votaron principalmente por AMLO.






			6) Fragmentación del bloque antiobradorista






			En 2017 dijimos:






			Contrariamente a lo predicado por AMLO, el conjunto de no obradoristas (que él ubica por completo en la mafia del poder) no es homogéneo, no responde a una sola directriz, sí hay diversidad, puntos medios, matices en las posturas políticas; no es de blanco y negro como él lo sostiene. Y paradójicamente, es eso lo que podría beneficiarle en la elección presidencial, pues si bien el bloque no obradorista (es decir, la mafia) fuera homogéneo y congregara su voto en el candidato que pudiera ganarle, difícilmente AMLO podría lograr una victoria.16 






			En efecto, pese a que las encuestas marcaban aún en 2017 una mayoría que no expresaba su intención a favor de AMLO (indecisos), éste ocupaba el primer sitio (aunque con una ventaja reducida, de alrededor de 5%). En el bloque antiobradorista se apostaba a que, quizá como en otras elecciones, ese voto se impondría a favor del candidato (panista o priista) que lograra ubicarse como puntero (frente a AMLO). Pero dada la fragmentación que en esta ocasión se percibía en el bloque antiobradorista, era previsible que éste se dividiría de tal manera que ninguno de los rivales de López Obrador podría derrotarlo. Fue un error pensar que el voto fragmentado beneficiaría al PRI, como había ocurrido en otras elecciones (y claramente en el Estado de México en 2017). Se dijo entonces: “Ese mismo esquema (voto fragmentado) se podría ahora aplicar a favor de López Obrador dado que va como puntero; sus muchos opositores y detractores podrían dividir su voto entre varias opciones permitiendo con ello que el bloque obradorista se imponga”.17 Así sucedió. Muchos (obradoristas y no) pensaban aún que la fragmentación del voto favorecería al PRI. Dijo por entonces Esteban Moctezuma, aliado ya de López Obrador: “La gran duda que priva en el mundo político es si deben enfrentar a AMLO en un solo frente o por lo contrario pulverizar el voto entre muchos candidatos, para que a Morena no le alcance […] Los promotores de la fragmentación apuestan por muchos candidatos para restarle unos puntos aquí, unos puntos allá, a Andrés Manuel”.18 






			Se calculó que dicha fragmentación favorecería de nuevo al PRI, y de ahí quizá la aceptación del TEPJF de Margarita Zavala como candidata independiente, pese a diversas irregularidades en las firmas presentadas, y aún más, el registro de Jaime Rodríguez (el Bronco), pues ni siquiera había acumulado el número de firmas requerido por la ley. Por esta última decisión, el Tribunal perdió aún más credibilidad y se le vio como atendiendo a las directrices del gobierno federal, que sin duda calculó que el Bronco le quitaría algunos votos a López Obrador en el norte del país. En realidad, dicha fragmentación del voto ayudó a AMLO, tal como se previó. Además, la dinámica misma de la campaña permitió que AMLO acumulara más votos que los proyectados en 2017, en lo que mucho tuvieron que ver las divisiones internas del PAN, la mala campaña en el PRI, y una guerra política declarada entre ambos partidos.






			7) La guerra político-electoral entre el PRI y el PAN






			Tras la elección de 2017 en Coahuila y el Estado de México estalló una confrontación entre el PRI y el PAN, y más concretamente entre Ricardo Anaya, aún presidente del PAN, y el presidente Peña Nieto, líder nato del PRI. La candidata panista en el Estado de México, Josefina Vázquez Mota, fue calumniada por la PGR sobre negocios sucios de su familia para golpearla electoralmente. No hubo fundamento en tales acusaciones, pero tuvieron el efecto buscado. Ante lo cual el PAN acusó de una elección de Estado en esa entidad. Además, la elección de Coahuila estuvo plagada de irregularidades por lo que resultó ganador, por poco margen, el PRI. El PAN exigió su anulación, pero el TEPJF validó el triunfo priista, pese a la enormidad de irregularidades y el margen estrecho entre punteros. Ante todo lo cual, en 2017 escribimos al respecto:






			Hubo cerrazón hacia el PAN, al imponerse el PRI en Coahuila. Y la reacción de los panistas recuerda la de 1986 con Chihuahua: enojo, radicalización y declaración de guerra al PRI. Y lo insólito: el PAN y Morena hombro con hombro impugnando ambas elecciones (como en 1988 con Cuauhtémoc Cárdenas). El PAN podría entonces alinearse en el frente antipriista antes que en el bloque antiobradorista […] Las oposiciones, cuando se les abre la puerta, se moderan en su comportamiento; en cambio frente a la cerrazón se radicalizan, generando mayor tensión sobre el sistema político.19 






			Es decir, lo ocurrido en 2017 evocó lo que había sucedido en 1986 entre el PRI y el PAN a propósito de Chihuahua, radicalizando la posición del blanquiazul. En cambio, en 1994, 2006 y 2012, hubo acuerdo implícito y civilidad entre ambos partidos, lo que facilitó el triunfo del PRI o del PAN según el caso. Al romperse las hostilidades en 2017, ambos partidos entraron en abierto conflicto. Una vez iniciada la precampaña, cuando arreció la guerra entre el PRI y el PAN (febrero de 2018), escribimos lo siguiente:






			Muchos aseguran que en algún momento de la campaña, cuando se haya definido el segundo lugar entre el PRI y el Frente, el PAN y el PRI (el PRIAN) terminarán pactando para enfrentar juntos a López Obrador. Y eso, a partir del interés común que tienen en frenar a quien presenta un modelo económico distinto al actual (esencialmente el anterior a 1982). Podría ocurrir, desde luego. Tanto en 2006 como en 2012 se dio ese acuerdo entre las cúpulas de ambos partidos, que ayudó a ganar tanto a Felipe Calderón como a Enrique Peña Nieto. Pero en esta elección hay una variable distinta; una guerra abierta entre el PRI y el PAN, que podría obstaculizar dicho acuerdo de último momento. La relación entre ambos partidos y con el gobierno federal fue cordial a lo largo de esta administración. Pero se cortó abruptamente a raíz de la elección de Coahuila, que según todo apunta ganó el PAN pero le fue arrebatada a la mala por el PRI. Éste no quiso ceder y ahí inició la guerra. Ricardo Anaya arremetió entonces impidiendo el nombramiento de Raúl Cervantes, cercano a Peña Nieto, como fiscal general.






			El gobierno respondió con ataques de corrupción a Anaya y su familia política, que han dañado su imagen en cierto grado […] Por lo que pronto surgió una nueva acusación a Anaya de malversación de fondos, cuando era un influyente funcionario en Querétaro […] La guerra va en serio. Desde luego, todo esto suele interpretarse como parte de la contienda por el segundo lugar, en lo que en México se ha considerado como una primera vuelta informal de nuestras elecciones presidenciales. Pero en otras ocasiones dicha contienda fue más civilizada. Y eso favoreció el posterior acuerdo. Pero ahora, cuando se defina quién será puntero en la final frente a López Obrador, será más difícil un nuevo pacto entre esos dos partidos. Las graves ofensas y agravios mutuos podrían obstruirlo.






			Se apuesta sin embargo a que prevalecerán los fuertes intereses que se ven amenazados por un eventual y probable triunfo de López Obrador, que llevará a que se dejen de lado los puñales, y a que los enemigos estrechen sus manos […] Pero Maquiavelo diría que el agravio personal y los deseos de venganza son un elemento a considerar, y no menor, en las decisiones de los políticos […] De cualquier manera, suponiendo que PAN y PRI llegaran a un armisticio para colaborar frente a AMLO, el daño que mutuamente se han hecho podría ser determinante en su derrota. Así, el golpeteo del PAN al PRI ha contribuido (por si hiciera falta) a exacerbar el fuerte enojo contra ese partido. Y los ataques a Anaya le han mermado su imagen en no poca medida (además de la que él mismo se labró con la forma poco ortodoxa de alcanzar su candidatura) […] La guerra entre el PAN y el PRI le ha estado despejando el terreno a López Obrador, y podría ser una explicación central de su eventual triunfo. Y quizá entonces se podrá hablar del “error de Coahuila” por parte del actual gobierno.20 






			Es decir, el gobierno pudo haber aceptado el triunfo del PAN en Coahuila, o al menos la anulación de esa elección, y así limar asperezas para enfrentar en alianza informal a López Obrador, como había ocurrido en 1994, 2006 y 2012. Poco después escribimos: “El golpeteo mutuo se tradujo en un no pequeño descenso de Anaya en las encuestas, pero sin que se haya traducido en un repunte de José Antonio Meade, como se buscaba. En cambio, se le despejó el terreno a López Obrador, dándole mayor ventaja”.21 Los empresarios incluso propusieron a Peña Nieto apoyar a Anaya, dado que seguía en segundo lugar, lo cual rechazó. Puede suponerse que Peña presagiaba que, de ganar Anaya, lo llamaría a cuentas, en tanto que AMLO había ofrecido de tiempo atrás una amnistía al gobierno saliente. Peña decidió por tanto mejor respaldar a López Obrador, y tras la elección éste se mostró incluso agradecido con el presidente.22 






			El cálculo del PRI y del gobierno era que los votos perdidos por Anaya por el golpeteo de la PGR irían a dar a su candidato, pero en lugar de eso, esos votantes emigraron hacia López Obrador (pues el repudio hacia el PRI de tales electores era mucho mayor que el que pudieran tener hacia AMLO). Al mismo tiempo, el uso de la PGR dañó igualmente al PRI, que también empezó a perder votantes a favor de… AMLO. Dicha estrategia de golpeteo mutuo le hizo pues un gran favor a la campaña de López Obrador. Para cuando empezó el embate de la PGR contra Anaya, éste estaba 9 puntos debajo de AMLO en la mayoría de encuestas, que venía subiendo en las semanas previas. Pero a partir de entonces no sólo se estancó Anaya, sino que la ventaja para López Obrador empezó a crecer. Para finales de marzo esa distancia ya era de 18 puntos, y AMLO estaba ya en 46% de preferencias, lo que se incrementó en adelante. Tal como señalan los encuestadores Jorge Buendía y Javier Márquez: “Dado que [PRI y PAN] compartían el mercado electoral de oposición, la acusación contra Anaya benefició a López Obrador. El efecto fue inmediato y permanente. Por el rechazo ciudadano a Peña y al PRI, había pocos votantes de Anaya que vieran con buenos ojos a Meade (menos de 5%). Quien ideó la estrategia de desplazar a Anaya para fortalecer a Meade se equivocó rotundamente”.23 En noviembre de 2018 la PGR exoneró por completo a Anaya de las acusaciones que se le hicieron. Decía el expediente: “No existen datos de prueba suficientes aún de manera circunstancial que permitan acreditar el hecho con apariencia de delito de operaciones con recursos de procedencia ilícita […] Por el contrario, se estableció la existencia de los recursos y que devienen de un crédito […] Los recursos operados tienen su origen y destino en actividades lícitas”.24 No había prueba alguna de todo aquello, con lo que se confirmó claramente el uso electoral de la justicia, una vez más, que en esta ocasión fue eficaz en derrumbar al candidato del Frente, pero no para subir al abanderado del PRI al segundo lugar, según era el propósito de la estrategia. Pasada la elección, escribió Federico Berrueto:






			El resultado estaba cantado y, en todo caso, lo inexplicable es que a lo largo de la contienda el PRI decidiera desacreditar a Ricardo Anaya y criticar marginalmente a López Obrador. Morena no hubiera arrollado, tampoco López Obrador hubiera alcanzado la mayoría absoluta de los votos, y así es porque cada punto que perdía Anaya era tomado por López Obrador. 






			¿Cuántos votos le costó a Anaya la embestida del gobierno y del PRI? 8 o 10 puntos. Con ello el PRI cavó su tumba y abrió la puerta grande a la resurrección de la Presidencia Imperial, al México de un solo hombre, al del partido hegemónico.25 






			En mayo de 2019 el Tribunal Electoral resolvió a favor de Anaya contra la PGR. La magistrada Janine Otálora apuntó que “en este caso, funcionarios de la PGR dejaron de atender el principio de neutralidad para intervenir como actores en la comunicación política dentro de un proceso electoral. Y ésta es justamente una conducta perniciosa que debe ser siempre advertida por la autoridad y sancionada para blindar a nuestra democracia de la influencia del poder público”. Y el fallo final expresa: “Se declara la existencia de la infracción consistente en el uso parcial de recursos públicos para afectar la equidad en la contienda electoral”. Anaya escribió un tuit que decía: “Hace unos momentos, el Tribunal Electoral resolvió, en definitiva y por unanimidad de votos, que durante la pasada elección presidencial la PGR sí afectó la equidad en la contienda en mi perjuicio, y por tanto determinó sancionar a los responsables”.26 De tal modo que esta variable explica en buena parte no tanto el triunfo de AMLO (que de cualquier manera pudo haberlo obtenido por las demás variables expuestas) sino en particular la enorme distancia con la que lo ganó. En efecto, en 2017 se discutía si la elección sería de dos, como lo han sido todas desde 1994, o de tres, donde los principales candidatos estarían compitiendo cercanamente, y el ganador lo haría por una ventaja no muy grande. Nadie suponía entonces que AMLO lograría despegarse de sus rivales a tal grado, y que en realidad la elección terminaría siendo de uno (con dos muy lejanos terceros lugares). Tampoco era fácil calcular el enorme efecto que tendría la confrontación entre el PRI y el PAN para dañarse mutuamente, en beneficio directo de López Obrador, incrementando con ello su ventaja en la magnitud en que ocurrió.






			8) El voto útil y diferenciado






			En 2017 escribimos:






			A partir del comportamiento del voto útil en 2006 y 2012, podría decirse que lo que más le conviene a AMLO sería tener como competidor al candidato del PAN, con un PRI desplomado en el tercer sitio (como aparece en las encuestas al menos desde 2016). Y es que en tal caso es más probable que los priistas aporten un voto útil nutrido, dirigido además mayoritariamente a López Obrador […] De ser el PRI el partido que se mantenga en el tercer lugar (como hasta ahora), bien podría aportar votos útiles a ambos punteros (del PAN y de Morena), pero probablemente en mayor cantidad a López Obrador, que al final representa el priismo nacionalista-revolucionario que se separó en 1987 a raíz de la implantación del neoliberalismo en 1982.






			Es razonable pensar que el voto útil del Panal a favor de López Obrador fue abrumador (en 2006 y 2012). No es ilógico suponer que los maestros se identifiquen ideológicamente más con la izquierda que con el PAN […] El hecho de que el voto útil haya favorecido mayoritariamente a López Obrador tanto en 2006 como en 2012, pone en duda la tesis de que en una segunda vuelta electoral éste sería el seguro perdedor, como sostienen muchos de los promotores de esa figura. De hecho, una encuesta de julio sugiere que frente a frente con el PRI, o con el PAN, López Obrador resultaría el más votado. 58% para AMLO frente al 42% de Osorio Chong, o bien 52% del tabasqueño frente a 48% de Margarita Zavala. Pero no habiendo segunda vuelta, de cualquier manera el voto útil podría beneficiar nuevamente a López Obrador.27 






			En efecto, eso ocurrió. El voto útil (o diferenciado) es aquel que un votante emite para un candidato distinto a su partido, bien porque no le convence el suyo propio o porque al ver que éste no tiene posibilidades de ganar prefiere sufragar por alguno de los dos punteros que le parezca una mejor opción (o la menos mala). Según un diccionario de política, el voto útil (o estratégico):






			Consiste en votar por un candidato o partido para tratar de asegurar que se produzca el resultado más probable, en virtud de que el candidato o partido preferido en primera instancia carece de posibilidades de triunfo […] En consecuencia el elector cambia su voto “sincero” (de primera instancia) para dárselo a un partido que sí pueda vencer a los demás. Así, conserva su voto “útil”, no lo tira.28 






			El voto útil puede medirse comparando los votos de cada partido en diputados (o senadores) respecto de los que recibe para su candidato presidencial. Si un partido recibió 1 000 votos para diputados, pero sólo 500 para su candidato presidencial, significa que la mitad de sus electores emitió un voto útil por un candidato distinto al propio. Y eso implica que otro u otros candidatos recibieron 500 votos más de los que fueron emitidos a favor de sus partidos en la pista de diputados. Haciendo ese ejercicio en el caso de 2006 y 2012, se concluyó que AMLO fue el principal receptor del voto útil. En 2006 recibió dos terceras partes de ese voto, que en su totalidad fue emitido por el PRI y el Panal, siendo Calderón el beneficiario de la tercera parte restante (y una fracción para Patricia Mercado). Y en 2012 el voto útil emitido por panistas, el Panal y los electores que anularon su voto para diputado pero no para presidente, fue a dar a las arcas de Peña Nieto en una pequeña parte (sólo 8%), en tanto que el resto fue a las arcas de López Obrador (92%). Siendo así, había razones de sobra para suponer que en 2018 el voto útil favorecería de nuevo a López Obrador, incrementando sus probabilidades y margen de triunfo.29 Y así ocurrió, si bien ahora ese voto útil no fue determinante en el resultado (como tampoco en 2000 ni en 2012, pero sí en 2006). Y es que la distancia con que ganó AMLO (17 millones de votos) superó el voto útil a su favor; casi seis millones (equivalente a 10% de los votantes, y de ahí que habiendo recibido AMLO 55% de votos para la presidencia, los partidos de su coalición captaron sólo 45% en la pista legislativa). El voto útil puede ser determinante en el resultado cuando la distancia entre punteros es estrecha. Ni Meade ni Anaya recibieron voto útil de partidos distintos a los suyos. Ese voto fue por tanto acaparado por AMLO y el Bronco (que por definición, al ser candidato independiente, no tiene partidos, y por ello los votos recibidos por él son emitidos por quienes votaron por un partido en la lista legislativa, al menos en su mayoría; sólo medio millón votó por candidatos independientes para diputados, en todo caso, frente a tres millones que lo hicieron por el Bronco). López Obrador recibió 65% de ese voto, en tanto el Bronco recibió el 35% restante. Por otro lado, cabe señalar que el voto útil fue ahora más numeroso que en pasadas elecciones (también en el porcentaje de la votación total): 5% en 2000, 10% en 2006 y 5% en 2012; ahora el voto útil alcanzó 15% de la votación total (ocho millones y medio). Fueron distribuidos de la siguiente manera:






	

			CUADRO I.2. Distribución del voto útil (2018)






			Partidos que aportaron voto útil
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							PRI-PVEM-Panal


						

							

							Nulos-


							c. independientes
c. especiales
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							Presidente


						

							

							12 610 120


						

							

							9 289 853


						

							

							1 923 876


						

							

					


					

							

							Diputados


						

							

							15 549 755


						

							

							13 397 304


						

							

							3 135 701


						

							

					


					

							

							Voto útil


						

							

							3 098 671


						

							

							4 107 451


						

							

							1 211 825


						

							

							8 417 947
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			Partidos y segmentos que recibieron el voto útil


			

				

					

							

							

							Morena-PT-PES


						

							

							Jaime Rodríguez (el Bronco)
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							Presidente


						

							

							30 086 483
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							Diputados


						

							

							24 538 267
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							2 961 732


						

							

							8 509 948


						

					


					

							

							Porcentaje


						

							

							65
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			FUENTE: INE-PREP.









			El voto útil no era imprescindible para que ganara López Obrador, pero sí para darle una votación por encima del 50%, como fue el caso, generando así gran distancia respecto de sus rivales.


















			


			II. EL FRAUDE INSUFICIENTE






			En 2017 escribimos:






			Hacia 2018 vuelve a surgir la sospecha entre los obradoristas de que mediante un pacto entre las cúpulas políticas y empresariales, éstas harán lo que haga falta para impedir el triunfo de López Obrador. No puede negarse la posibilidad de que dicho pacto pueda ocurrir, y que se intente recurrir a cuanta irregularidad sea posible para impedir a la mala una eventual victoria de AMLO. De hecho, los comicios en Coahuila y el Estado de México en 2017 así lo sugieren (aunque los partidos afectados fueron el PAN y Morena respectivamente) […] De hecho, esa posibilidad permea en la percepción ciudadana: dado que 70% consideró irregular la elección del Estado de México y Coahuila, 86% tiene poca o nada de confianza en las autoridades electorales. Y la mitad desaprueba el desempeño de los consejeros electorales, y que el INE no garantiza la equidad e imparcialidad en los comicios (lo mismo que el TEPJF). El 53% cree que en 2018 habrá fraude, frente a sólo 32% que espera que sean limpios los comicios. Además, 66% cree que habrá compra de votos y credenciales. Y la mitad no considera que será confiable el cómputo de votos (probablemente por lo ocurrido en Coahuila).






			Por otro lado, si bien persisten las irregularidades desplegadas desde los partidos en el poder, no siempre bastan para asegurar el triunfo buscado. De ser así, no se hubieran registrado múltiples alternancias a nivel estatal ni federal desde 1989 (y que incluyen triunfos del PAN, pero también del PRD, o de alianzas de ambos partidos). En situaciones de mayor competencia y competitividad (como las que pese a todo se han logrado en México desde el magno fraude de 1988), una elección de Estado no siempre alcanza para garantizar la victoria de los candidatos oficiales. Y si bien dichos operativos sospechosos dieron el triunfo al PRI en Coahuila y el Estado de México en 2017 (de manera apretada) no le será tan fácil al PRI-Gobierno imponerlo a nivel nacional; el aparato podría no dar para tanto […] Y queda la posibilidad de que, así como a veces la fragmentación de la oposición facilita el triunfo del PRI (así sea apretado) como claramente ocurrió en Edomex y Coahuila, en ciertas condiciones podría también favorecer a Morena, según se dijo, pues el bloque antiobradorista, así fuese mayoritario, no necesariamente congregará su voto en un candidato que no resulte aceptable ni convincente a muchos de esos electores antiobradoristas. No se puede pues descartar un operativo de fraude desde el Estado (que es casi seguro que ocurrirá en alguna medida) pero tampoco se puede desechar el escenario de que, pese a ello, López Obrador pueda esta vez salir airoso en su eterna pretensión de alcanzar la presidencia de la República.1 






			Y en efecto, las irregularidades que se hubieren cometido durante la campaña (y de las que hubo denuncias) no bastaron para impedir el triunfo de López Obrador, que fue aplastante. Desde luego, de haber sido cerrada la ventaja entre punteros (como en 2006), siempre es posible que los ilícitos alcancen para alterar el resultado (como también ocurrió en el Estado de México y Coahuila en 2017). Pero en esta ocasión el margen fue abrumador, mucho más de lo que se podía suponer aun a inicios de la campaña en 2018. El fantasma del fraude ha estado presente en la percepción de la izquierda desde 1988, cuando un enorme operativo se echó a andar para impedir lo que pudo haber sido un triunfo de Cuauhtémoc Cárdenas. Incluso en entrevistas a actores principales del oficialismo 20 años más tarde, reconocieron a la periodista Martha Anaya que Carlos Salinas de Gortari ganó la elección, así fuera por un margen reducido (cuando la distancia oficial entre punteros fue de 19%). De la Madrid le dijo a Anaya: “Fueron unas elecciones muy reñidas que arrojaron sorpresivamente una votación muy cerrada, en las que Carlos Salinas ganó por un margen estrecho al que no estábamos acostumbrados”.2 Es decir, incluso Miguel de la Madrid y otros funcionarios de alto nivel reconocían implícitamente que hubo un monumental fraude de al menos 16 o 17 puntos porcentuales.






			En 1994 Cárdenas quedó en tercer sitio, muy lejano al primer lugar (17 frente a 50%, respectivamente), pero aun así no reconoció la legitimidad del resultado (si bien en sus concentraciones casi no convocó a nadie, a diferencia de lo sucedido en 1988). En el año 2000 Cárdenas quedó igualmente en tercer sitio, pero ahí no hubo impugnación (habiendo ganado la presidencia el PAN, en la primera alternancia pacífica de la historia del país). En 2006 las cosas se volvieron a complicar, dado que la distancia entre punteros fue de sólo .56%. En realidad, desde que se cruzó el umbral de la competitividad (en 1996) se pudo vislumbrar la posibilidad de que en corto tiempo se tendría un resultado cerrado, y el sistema político no parecía preparado para enfrentarlo adecuadamente. En 1999 escribimos sobre los riesgos de una futura elección cerrada:






			[Existe] la probabilidad de que los comicios presidenciales arrojen un resultado sumamente cerrado (lo cual puede inferirse de las tendencias electorales de los últimos años, e incluso de algunas encuestas recientes). De ser ése el caso, es probable que surja un escenario de alto riesgo en virtud de la tradicional suspicacia electoral, todavía no superada pese a los recientes avances registrados en materia de legislación electoral […] el proceso de cambio hacia una competitividad electoral plena y confiable no ha concluido del todo; quedan suspicacias flotando en el ambiente, rezagos, inercias, prácticas fraudulentas practicadas todavía en la mayoría de los comicios (incluidos los federales de 1997). Estos resabios del pasado inmediato —aunados a lo que probablemente será una sorda lucha por la presidencia, con resultados previsiblemente cerrados entre dos o tres de los partidos más importantes— podrían constituir el abono de un campo minado, cuyo detonador quizá sería, justamente, un conflicto poselectoral.3 






			Eso finalmente no ocurrió en el año 2000 (cuando la distancia fue de 6.3%, la más reducida históricamente, pero suficiente para despejar dudas). Pero sí ocurrió en 2006, y en efecto el régimen se tensó fuertemente. Y si bien la crisis fue superada, dejó un ambiente de alto malestar y un enorme déficit de legitimidad en el nuevo gobierno de Calderón (según una encuesta del IFE, sólo 50% de la ciudadanía consideró que Calderón había ganado legítimamente, frente a 35% que aseguraba que hubo fraude —equivalente al porcentaje de votos que obtuvo AMLO— y el 15% declaraba no poder saber quién ganó). El problema con un resultado cerrado es que basta un monto no elevado de irregularidades para subvertir el resultado o al menos opacarlo, quitándole la certeza que debe tener. Si la regla de oro señala que “basta un voto para ganar legítimamente”, un corolario de ella es que “con dos votos irregulares se modifica el resultado, o con un voto irregular no se podrá saber quién ganó”. Como ya se dijo, en esa elección de 2006 las inconsistencias aritméticas registradas en las actas (cuando los números que deben coincidir no lo hacen) fueron en total 1.5%, por lo que con un margen de .56% no era posible ni lógica ni legalmente determinar al ganador con certeza. De ahí la demanda de que se abrieran los paquetes electorales justo para depurar y aclarar tales inconsistencias, con el propósito de obtener certeza sobre el resultado. El 64% de las actas registraba al menos alguna inconsistencia, pero sólo se abrió 14% de paquetes entre el IFE y el TEPJF. En el dictamen final, el Tribunal declaró que con los paquetes abiertos se habían depurado suficientes inconsistencias como para no opacar el resultado. Pero una revisión puntual de las actas cuyos paquetes no fueron abiertos (y bajo los criterios utilizados por los propios magistrados electorales) permitió detectar que más de 600 000 inconsistencias permanecieron en ellas, siendo que oficialmente Calderón ganó sólo con aproximadamente 240 000 votos.4 En estricto sentido aritmético, lógico y de acuerdo con la legalidad vigente, no era (ni es) posible determinar un ganador claro con plena certeza a partir de las actas oficiales, únicas sobre las que puede determinarse el resultado. Esa opacidad alimentó pues la idea en los obradoristas de que se le arrebató el triunfo a López Obrador.






			En 2012 se volvieron a registrar diversas irregularidades, desde un apoyo anómalo de Televisa al gobernador del Estado de México, Enrique Peña Nieto, hasta tarjetas diversas por parte del PRI para inducir y comprar el voto. Con todo, la distancia en esa ocasión entre punteros fue cercana a 7%; tres millones y medio de votos. López Obrador desconoció el resultado alegando que fueron comprados cinco millones de votos (que en tal caso habrían sido determinantes en el resultado). Sin embargo, la imposibilidad de determinar el número de votos comprados (y emitidos en el sentido indicado) no permite detectar con precisión si tal ilícito fue determinante o no. En todo caso, la compra de votos es un delito, pero no una causal de nulidad, precisamente por la imposibilidad de determinar su impacto en el resultado. La convicción entre los obradoristas de que una vez más el triunfo le fue robado a su candidato prevaleció. Vino en 2017 otro fraude en el Estado de México. Fueron detectados varios operativos de compra de votos y credenciales, programas sociales condicionados y gran presencia del aparato gubernamental (estatal y federal) para forzar un resultado favorable al candidato priista, Alfredo del Mazo III. Se puede inferir que ahí se le pudo robar un triunfo a la candidata de Morena, Delfina Gómez, pues en los distritos urbanos que configuran el 75%, ella ganó por 3 puntos porcentuales. En cambio, en 25% de los distritos rurales Del Mazo ganó por 30 puntos de diferencia, registrando niveles de participación muy por arriba del resto del estado, lo que sugiere que ahí se concentró el operativo fraudulento. En algunos de estos distritos se puede apreciar la anómala votación a favor del PRI con niveles de participación también atípicos (cuadro II.1).






			

			CUADRO II.1. Concurrencia electoral y voto priista en distritos rurales: 
Estado de México (2017)
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			FUENTE: Instituto Electoral del Estado de México.









			De hecho, la dramática caída del voto priista en esa entidad un año después de la elección para gobernador confirma que el triunfo de 2017 fue forzado, ganado con recursos y apoyo gubernamental (estatal y federal), así como las varias irregularidades detectadas, sobre todo en las zonas rurales.5 Ante ello era natural que los obradoristas temieran nuevamente un magno operativo de fraude para arrebatar un posible triunfo de López Obrador, quien advirtió que podría resurgir el tigre popular de la protesta (como en 2006), pero en esta ocasión él no lo controlaría. Pero el país no era el Estado de México. Ante un candidato priista en tercer lugar era sumamente difícil imponer un resultado, pues en el Estado de México el candidato Del Mazo jamás estuvo en tercer sitio en las encuestas (siempre estuvo entre los punteros). Conforme se abría la brecha entre López Obrador y sus rivales en las encuestas, se hacía más improbable robar la elección. Pese a todo lo anterior, los temores y dudas persistieron entre los obradoristas hasta el final. Al respecto, pasada la elección, Agustín Basave comentó:
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